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Redacción

El otorgamiento del trámite de alegaciones tiene
que operar como un derecho en beneficio del
contribuyente

Cuando una norma establece un plazo mínimo y máximo para el trámite de alegaciones, la Administración no

goza de discrecionalidad absoluta para fijar el plazo, por lo que si se concede un plazo mínimo, la solicitud de

ampliación del plazo es un beneficio que se otorga al obligado tributario y debe computarse como dilación

imputable a la Administración. 

La determinación del número de días (entre 10 y 15) -en el otorgamiento del trámite de alegaciones- opera

como un derecho en beneficio del contribuyente y no como un instrumento en beneficio de la Administración

para garantizar la temporánea terminación del procedimiento. 

Lo anterior enlaza con la obligación de motivación y con la discrecionalidad de la Administración a la hora de

conceder al contribuyente un número determinado de días para el trámite de alegaciones. Siendo una decisión

discrecional y para evitar que pueda llegar a convertirse en arbitraria, debe necesariamente motivarse sin que

se pueda entender otorgada directamente la ampliación sin necesidad de un pronunciamiento expreso de la

Administración. 

Cuando la Administración no resuelve expresamente la petición del contribuyente sobre la extensión del

plazo, puede entenderse concedida solo en los casos en los que la ampliación no traspasa el ámbito temporal

que tiene la Administración para resolver en plazo; mientras que si el otorgamiento de la ampliación supone

exceder del plazo legal de terminación del p ...
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